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Presentación

 

Macario Schettino

 

 

 

Aunque México es nominalmente una república federal, al menos desde los tiempos de Juárez, no lo fue en la práctica durante casi todo el siglo xx. En la República Restaurada, ya fuese con Juárez o con Díaz, los gobiernos locales dependían de las alianzas personales y políticas con el caudillo. Lo mismo ocurrió después de la revolución, hasta que Cárdenas logró institucionalizar una nueva forma de gobierno centrada en el presidente, y eliminó las relaciones personales tradicionales, pero no el centralismo. 

En el régimen de la revolución, los gobiernos locales eran poco más que dependencias del poder central, por lo que el tema de sus finanzas públicas era francamente irrelevante. Por un buen tiempo, incluso las finanzas públicas federales no causaban mayor preocupación. En la posguerra, sin embargo, en Occidente la tendencia a la construcción de sistemas de bienestar general fue permeando en México, y se sumó al fenómeno demográfico que ha marcado el último medio siglo: la reducción de mortalidad, la explosión demográfica, sobre todo la rural, y la emigración desordenada a las grandes ciudades. 

Las presiones de gasto público fueron creciendo por esas razones, y la tranquilidad de las finanzas públicas desapareció en la década de 1970, justo cuando reaparecía el flujo internacional de capitales provocando la escalada de deuda externa en América Latina. México tuvo un comportamiento un poco diferente al resto del subcontinente, porque en la segunda mitad de dicho decenio se hizo realidad el milagro de Cantarell, un manto petrolero que colocaba al país en el camino de administrar la abundancia, en palabras del entonces presidente José López Portillo.

En ese entorno y con esa perspectiva de abundancia se llevó a cabo una trasformación fiscal en 1980, con la introducción del impuesto al valor agregado (iva), en sustitución del impuesto sobre ingresos mercantiles aplicado entonces. Pero es muy complicado –incluso absurdo– implantar el iva en un sistema federal, de forma que se decidió que las entidades renunciaran a su atribución de cobrar impuestos al consumo o ventas, para que fuese la federación la que administrara el iva y les devolviera una parte de esa recaudación. Para eso se creó la Ley de Coordinación Fiscal (lcf). 

Poco después sobrevino la gran crisis de la deuda externa, a la que le siguió una década de estancamiento y desequilibrios fiscales. La salida comenzó en 1989, con la renegociación de la deuda externa, y con la trasformación del sistema de gasto público en 1992, cuando se descentralizaron los rubros más pesados para el gobierno: la educación y la salud. Aunque este aspecto no se cubre en el presente volumen, no está de más recordar que el gobierno federal descentralizó obligaciones, pero no los recursos para cumplirlas; al menos no por completo. Puesto que todavía era la época en que el poder se concentraba en el presidente, no hubo mucha discusión al respecto. Los estados se endeudaron, y en la crisis de 1995 fueron los primeros deudores rescatados por el gobierno federal.

Como es sabido, si la crisis de 1982 no hundió al régimen de la revolución, debido a los recursos que aportaba Cantarell, la de 1995 no tuvo escapatoria. En la siguiente elección federal, el Partido Revolucionario Institucional perdió la mayoría de la Cámara de Diputados, y con ello terminó el viejo régimen. Desde ese momento, el presidente no ha vuelto a tener mayoría en el Congreso, y ha tenido que negociar todas las modificaciones legislativas. A partir de entonces ha gobernado con las atribuciones que le otorgan la Constitución y las leyes, que son mucho menores de lo que la población imagina. 

Para resolver el problema financiero de la crisis de 1995, el presidente Zedillo debió crear el Instituto de Protección al Ahorro Bancario, para lo cual aceptó impulsar una reforma profunda al sistema de coordinación fiscal. El Partido Acción Nacional, que ya había ganado varias gubernaturas, tenía un interés particular en este proceso, debido a su tradicional perspectiva federalista. 

Es aquí en donde empiezan los análisis presentados en este libro. Aunque hay algunas referencias al proceso iniciado en 1980, con la creación de la lcf, los trabajos se concentran en los últimos 15 años por varias razones: se trata de una forma política diferente, corresponde a un arreglo fiscal federal nuevo, pero no menos importante, y hay información. Este último punto no es menor; uno de los avances indudables de la trasformación política de México es que hoy hay información que antes no era accesible y, en muchos casos, ni siquiera existía. 

Esta apretada narración del pasado es indispensable para entender algunos de los fenómenos que se describen. Por ejemplo, Horacio Sobarzo hace énfasis en cómo la descentralización de la educación y la salud es determinante en las complicaciones financieras de los estados, e insiste en la gran diferencia que existe entre federalismo y descentralización, algo que en México no se ha discutido a fondo.

Es precisamente esa diferencia incomprendida la que está detrás del impacto de las fallas institucionales en el endeudamiento de los gobiernos locales, que es lo que Jaime Villasana describe con toda claridad. Víctor S. Peña analiza ese desajuste institucional, desde una perspectiva de economía política, que le permite identificar un serio problema de coherencia en las normatividades estatales. Aunque todos usan términos como deuda o inversión productiva, no todos quieren decir lo mismo con ellos, fenómeno referido por Sobarzo, y que alcanza el máximo detalle en el texto de Alejandro Navarro. Es también en esta línea donde se puede ubicar la aportación de Jehú Jonathan Ramírez, que llega al ámbito municipal en la normatividad, si bien concentrado en cuatro estados del noroeste del país. 

El resultado de estos 15 años de descentralización no es muy bueno. En el texto de Carlos González Barragán puede verse cómo el financiamiento federal no alcanza a cubrir las presiones de gasto, que van en aumento, sobre todo en subsidios y trasferencias, y debe complementarse con endeudamiento. Si en 2001 sólo una entidad superaba 5 por ciento del producto interno bruto (pib) en deuda, para 2013 ya eran seis, y dos más a punto de llegar a ese porcentaje. 

Al detallar esas deudas y todas las presiones al erario, Gerardo Guajardo y Franco Villarreal ilustran sobre el tamaño del problema que se enfrentará en el futuro cercano. Es de particular importancia el tema de las pensiones estatales al que hacen referencia. En esta misma línea, Antonio Ruíz Porras y Nancy García Vázquez tratan asuntos que todos olvidan; se van al detalle municipal, y se concretan en Jalisco, para describir la diferencia de comportamientos según el nivel económico, que puede convertirse en un asunto preocupante. Aunque los municipios más desarrollados son los que más se endeudan, los menos lo han hecho a un ritmo más acelerado en fecha  reciente. 

¿Qué hacer frente a esto? Víctor S. Peña se inclina a pensar que hay respuestas legislativas cuando los temas llegan a la agenda pública, y es sobre lo que versa este libro. Las presiones pública y social son las que trasforman un asunto técnico en un problema político y, en consecuencia, en reformas legislativas. Y, puesto que éstas no ocurren en el vacío, por eso me interesa iniciar con la perspectiva histórica. 

La reforma de 2008, analizada por Braulio Quevedo, aunque reduce disparidades en participaciones por habitante, no resuelve el problema. La reforma planteada en 2013, que limita constitucionalmente las acciones de los estados, y que Alejandro Navarro analiza desde la perspectiva jurídica, tampoco resuelve el efecto, sólo lo restringe.

El tema de fondo, que aparece en buena parte de los textos es la gran diferencia entre federalismo y descentralización –enunciada por Sobarzo–, sumada a la absoluta disparidad en capacidades de gobierno, que se refleja en leyes, definiciones, procedimientos, etcétera.

México ha sido república federal de nombre desde hace más de un siglo, pero en los hechos sólo por menos de veinte años. Coincido con la interpretación de Alejandro Espinosa de que el fallido intento de Zedillo de remover a Roberto Madrazo de Tabasco, en 1995, marcó el fin del control presidencial de los gobernadores. Puesto que no fuimos realmente federales en todo el siglo xx, los estados y municipios no desarrollaron habilidades recaudatorias, ni construyeron capacidades de gobierno. Era innecesario, ya que todas las decisiones relevantes llegaban de la presidencia, y los dineros se administraban con visión centralista. 

La descentralización ocurre de hecho en ese entorno de gobierno unitario y, como lo ve Sobarzo, un traslado de obligaciones administrativas sin un “contrato” nuevo entre los gobiernos locales y el federal. Luego viene el federalismo, en 1998, en el que el “contrato” se establece sin negociación explícita. Los gobernadores se dieron cuenta de que no había ya jefe, de que tenían una cartera amplia, sin vigilancia, y de que con ella había presiones políticas locales administrables. Y así fue creciendo su demanda de recursos, que pudieron capitalizar año tras año en las negociaciones presupuestales en la Cámara de Diputados haciendo uso de su fracción estatal. Por eso, como indica Sobarzo, mientras que el pib o la recaudación participable han crecido menos de 100 por ciento en 26 años, el dinero que va a los estados lo ha hecho al doble.

El problema de deudas locales es un síntoma. La falla es de corte institucional, tanto en la relación federación-estados como en las administraciones de estos últimos. El intento más reciente de corregirla es la propuesta, en la reforma fiscal de 2013, de recentralizar la educación y la salud. Tal vez esto elimine el síntoma, pero no corrige el problema. 

Me inclino a pensar que en México nos hace falta discutir si queremos o no mantener un régimen federal y, si es así, entonces habrá que distribuir responsabilidades de una manera más adecuada, lo que implicará un esfuerzo muy serio en las entidades federativas por construir capacidades de gobierno que hoy no tienen. Mientras eso no ocurra será difícil resolver los problemas, a pesar de que existan análisis tan serios y constructivos como los que aparecen en este volumen. 

La contribución de estos trabajos es significativa en varias dimensiones: aportan información para entender el fenómeno; analizan explicaciones institucionales, de economía política, jurídicas y financieras; describen los procesos legislativos que se han llevado a cabo para atacar los síntomas del problema y detallan temas que habrá que continuar estudiando. 

Estoy seguro de que investigaciones como las presentadas aquí permiten esperar discusiones mucho mas documentadas y productivas. Son lectura obligada para funcionarios fiscales, tanto federales como locales, pero también para los interesados en la cosa pública, es decir, para todo ciudadano.

 

Macario Schettino

 




 





Deudas en estados y municipios. 
A manera de introducción

 

 

 

 

Para mediados de 2013, la disciplina financiera de los estados y municipios había llegado a su cenit; la Comisión de Puntos Constitucionales en la Cámara de Diputados iniciaba lo que sería una reforma, con la intención de establecer principios, reglas y controles que evitarían el sobreendeudamiento en el orden subnacional. Tres o cuatro años antes, el tema estaba en la agenda de unos cuantos actores. Las siguientes son sólo algunas de las preguntas surgidas en torno a una situación hasta ahora inédita: ¿qué incentivos tienen los gobiernos subnacionales para contratar deuda?; ¿qué implica un endeudamiento excesivo?; ¿es una situación que se debe resolver desde el centro del país?; ¿es una solución legislativa la mejor alternativa? 

La reconfiguración del poder en México, después del año 2000 (hay quienes ubican este punto en 1997, cuando comienzan a florecer los gobiernos sin mayorías), presenta innumerables aristas para el análisis. Fue como una piedra lanzada al centro de un estanque de agua en reposo; se tensaron, trasformaron y sustituyeron los arreglos institucionales que a lo largo de años habían encontrado un punto de equilibrio, como el presidencialismo mexicano por citar un ejemplo. Las herramientas y paradigmas empleados para la comprensión de la cosa pública, en el mejor de los casos, debieron actualizarse a una velocidad vertiginosa que incluso hoy apenas puede vislumbrarse la amplitud y profundidad de los cambios que produjeron las ondas. El endeudamiento en estados y municipios durante los últimos años –sus montos, procesos y usos–, puede ubicarse como una de las muchas consecuencias de esta reconfiguración; el entramado normativo existía antes del año 2000, pero el contexto no ofrecía incentivos para excederse. 

De manera simultánea a las discusiones, análisis y debates ya suscitados y que habrán de verificarse en los recintos legislativos, el asunto debe estar presente en otros ámbitos y foros. Este volumen es un trabajo desarrollado en los últimos meses, mientras en el Congreso federal se acordaba y aprobaba una reforma constitucional en la materia. Su objetivo es proponer una serie de aproximaciones multidisciplinarias sobre el tema. En su conjunto, ofrecen un análisis acumulativo de la problemática subnacional; de su origen y probable destino. Cada capítulo presenta una manera propia de comprender el fenómeno a través de elementos políticos, económicos o normativos. Puede leerse como un conjunto, de principio a fin, o por capítulo, en forma individual. 

El volumen está estructurado en tres secciones: Un contexto propicio para el endeudamiento; La deuda como problemática subnacional y Deudas en la instancia inmediata de gobierno. En la primera se agrupan las visiones que, desde un punto de vista estructural, ofrecen un panorama general del entramado normativo, social y económico que propició que el endeudamiento subnacional escalara posiciones en la agenda nacional. Carlos González Barragán señala, por ejemplo, que el esquema federalista del país no se traduce en una independencia fiscal de los estados y municipios, situación que se vuelve crítica a partir de 1989, cuando los gobiernos estatales reciben más responsabilidades e incrementan su colaboración con los proyectos del gobierno federal. Jaime Villasana Dávila centra su atención en la arena municipal donde observa que el asunto de las deudas municipales es tan sólo la punta del iceberg o, si se quiere ilustrar de otra forma, es efecto de una causa que tiene raíces en el modelo municipal político-institucional y que, por cierto, ha sido casi el mismo desde hace quinientos años mientras el contexto obviamente es mucho más complejo en todos los sentidos. Braulio Quevedo identifica un origen normativo e incluye un análisis que ofrece respuestas interesantes a la pregunta de cuáles entidades fueron beneficiadas y cuáles perjudicadas por el cambio de las fórmulas de asignación del Fondo General de Participaciones y del Fondo de Fomento Municipal y por la introducción del Fondo de Fiscalización y otros recursos participables a finales de 2007.

En la segunda parte, Víctor S. Peña explora el problema presente a partir de un entramado normativo que desincentiva la trasparencia como práctica habitual y de valor en las administraciones subnacionales. Horacio Enrique Sobarzo Fimbres señala que el comportamiento del endeudamiento de estados y municipios en México, si bien obedece a la necesidad de ajustes fiscales frente a circunstancias económicas específicas, es fundamentalmente el resultado de un esquema deficiente de relaciones fiscales intergubernamentales que ha originado comportamientos perversos. Esta sección cierra con el trabajo de Alejandro Navarro quien, desde un exhaustivo recorrido legislativo, analiza las diversas propuestas para solucionar el endeudamiento, surgidas a lo largo del tiempo.  

En la tercera parte se incluyen dos análisis pormenorizados de las causas, contexto y consecuencias del endeudamiento municipal en cinco estados; Jehú Jonathan Ramírez Camberos estudia lo sucedido en Baja California, Baja California Sur, Sonora y Sinaloa;  Antonio Ruíz Porras y Nancy García Vázquez hacen lo propio con Jalisco. 

Si bien la presente obra no pretende ser una visión exhaustiva, sí promueve una actualizada, heterogénea y amplia de un problema subnacional que debe ser analizado a mayor profundidad. Estamos convencidos de que en sus páginas el lector encontrará la respuesta a varias de las preguntas que se ha planteado sobre el tema. Esperamos que surjan muchas otras; cuál, si no, sería el objetivo de un libro que busca propiciar el análisis y el diálogo. 
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Parte I.


Un contexto propicio para el endeudamiento 

 




 





Análisis multianual de ingresos, egresos  y endeudamiento en las entidades  federativas mexicanas 

 

 

Carlos González Barragán1

 

 

Antecedentes 

México es un país federal. Según la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), las entidades que lo conforman gozan de una vasta autonomía para administrarse y asignar prioridades de gasto. Sin embargo, es falso pensar que eso se traduce en una independencia fiscal de los estados y municipios. Aquí se ofrecerá un contexto histórico breve que ayude a entender cómo se llegó a la situación actual; que se puede entender analizando las primeras tres convenciones fiscales de 1925, 1933 y 1947. En cada una, los estados parecían ceder más sus potestades tributarias, a cambio de recibir una participación de lo que recaudara la federación. Esto atendía a la necesidad de cambiar el régimen fiscal que era “uno de los mayores obstáculos que se oponen en la República al establecimiento de un nuevo régimen económico, mejor y más adecuado” (Pani 1925).

En 1980 se creó el Sistema Nacional de Coordinación Fiscal (sncf) y, al mismo tiempo, surgió la Ley de Coordinación Fiscal (lcf), así como los organismos de soporte técnico y administrativo para la nueva estructura. En este periodo, el Partido Revolucionario Institucional controlaba todos los órdenes de gobierno del país y, por lo tanto, alcanzar “acuerdos” de política fiscal entre la federación y los estados era relativamente sencillo (Díaz Cayeros 2004). La adhesión de los estados al sncf se realizó mediante convenios celebrados con la federación, que han sido controversiales, puesto que la Constitución vigente no prevé mecanismos para suspender las potestades tributarias de las entidades federativas, ni su coordinación con la federación (Enríquez Rosado 2010).

El sncf vigente es el de 1980. Sin embargo, ha sufrido varias modificaciones significativas debido a cambios políticos en el país, que han obligado a reformar reglas; la primera es de enfoque. En un principio la coordinación era en materia de ingresos con la idea central de que éstos se devolvieran a las entidades donde se generaban, lo que poco a poco ha ido incluyendo un enfoque redistributivo, que busca el equilibrio entre regiones del país con grado de desarrollo diferente. Es decir, en vez de limitarse a buscar la eficiencia en la recaudación de recursos, ahora también existe una política en el gasto de ellos. 

El segundo cambio importante es que en años recientes, a raíz de que existe un gobierno nacional dividido y hay gobernadores de varios partidos políticos, se ha incrementado la presión para otorgar mayores recursos a los gobiernos subnacionales. Esto fue un proceso gradual, que empezó cuando el presidente Miguel de la Madrid, en 1983, envió al Congreso una propuesta de reforma al artículo 115, para especificar las competencias –funciones y responsabilidades– municipales.

Además, esta reforma otorgaba a los municipios la potestad de recaudar impuestos sobre las propiedades y otros derechos. Pero, a pesar de sus implicaciones, no fue acompañada por cambios en las formas de hacer política, ni por un apoyo para fortalecer la capacidad financiera y administrativa de los gobiernos locales, por lo que los estados y ayuntamientos terminaron tan dependientes como antes (Edmonds Poli 2006). 

Fue en la administración de Ernesto Zedillo cuando se logró una reforma importante en materia de federalismo, cuando un solo partido dejó de controlar el Congreso de la Unión, en 1997. A raíz de esto, se presentó la oportunidad para que los gobernadores y los diputados de oposición demandaran más recursos. Esta petición se atendió y, en consecuencia, los estados y los municipios han recibido más trasferencias que antes. En 1999 se presentó otra iniciativa para reformar el artículo 115, y así otorgar autonomía de gestión a los municipios; esto profundizó la reforma de 1983. Finalmente se reconocía a los municipios como un orden de gobierno, en vez de simples administradores, y se les liberaba de intromisiones federales y estatales en sus asuntos. Estas reformas no tenían precedente en la historia moderna del país, sobre todo por su magnitud y trascendencia.

Sin embargo, la sensación es de que el régimen fiscal tiene que seguir evolucionando para atender mejor a los gobiernos subnacionales. Prueba de ello fue la Convención Nacional Hacendaria (cnh) de 2003, que buscaba replantear el esquema tributario y las políticas de gasto. La cnh concluyó con resultados mixtos, aunque surgieron más de 200 recomendaciones, pocas se han convertido en reformas; algunos ejemplos de las propuestas implementadas pueden verse en un convenio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp 2006).

Composición de los ingresos de los estados en México

En los últimos 20 años ha cambiado el panorama de las finanzas públicas de las entidades federativas de manera radical. A partir de 1989, los gobiernos estatales han recibido más responsabilidades y han colaborado en mayor medida con los proyectos federales. En este periodo, los estados han participado más activamente en el desarrollo de políticas públicas y programas para atender a sus ciudadanos. Esto gracias a que ha habido un impulso al federalismo fiscal, que los ha dotado de mayores recursos. En el resto de esta sección se muestra una descripción del crecimiento de las finanzas públicas de los estados, y se hace un análisis de los principales componentes de los ingresos de que disponen. También se describe el comportamiento de éstos, agrupados en cuatro grandes categorías: a) ingresos propios; b) participaciones federales; c) aportaciones federales y d) ingresos diversos.2

La figura 1 muestra la composición de los ingresos estatales entre 1989 y 2012, según su fuente. En este periodo, el promedio nacional pasó de 2 826 pesos per cápita, en 1989, a 12 264 en términos reales, en 2012. En gran parte esto se debió al aumento de los ingresos provenientes de la federación –participaciones y aportaciones– que son más de 80 por ciento del total de los recursos estatales. Que las entidades dispongan de más recursos fortalece las haciendas públicas locales, pero conlleva el riesgo de crear una dependencia de las trasferencias.

Figura 1

Composición de ingresos estatales per cápita según año, a pesos constantes del 31 de diciembre de 2012
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Fuente: Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi 2009-2012; 2001-2004); Banco de México, banxico s/fb); Consejo Nacional de Población (conapo s/f).

Ingresos propios

Los ingresos propios son las remuneraciones que recaudan las administraciones estatales, cuyos componentes principales son los impuestos, como el recaudado sobre nóminas o al hospedaje. En este rubro también se incluyen los percibidos por derechos, por productos y por aprovechamientos. Los de derechos son los que recibe por el uso de bienes del dominio público o por prestación de servicios. Los ejemplos más comunes son los derivados del registro civil y de licencias y permisos diversos. Los de productos se obtienen por la explotación de bienes patrimoniales, como la enajenación de bienes muebles e inmuebles. En la actualidad, la categoría de ingresos propios incluye a los de aprovechamientos, derivados de recargos, sanciones y multas. Sin embargo, hasta 1994 los aprovechamientos incluían algunos ingresos por convenio y aportaciones federales (Camacho Gutiérrez 2005). Para ser consistente en el análisis, se optó por no incluirlos en esta categoría, sino en la de diversos. Los ingresos propios, a pesar de ser un componente pequeño, han mostrado una tendencia de crecimiento constante; pasaron de 553 pesos per cápita, en 2001, a 907, en 2012; lo que representa un incremento anual compuesto de apenas 4.7 por ciento real. Sin embargo, esta cifra es menor en términos reales a lo que se percibía en 1989, cuando los ingresos propios alcanzaban 1 155 pesos per cápita, a pesos de 2012. Cabe destacar que en los años noventa era común incorporar percepciones por convenios a los ingresos propios, lo que explica parcialmente esta situación. Otro punto es que el ingreso por concepto de impuesto sobre tenencia o uso de vehículos (istuv) fue transferido como potestad a las entidades federativas, lo cual fortaleció su recaudación propia hacia el final del periodo observado. En la práctica, esto constituye sólo un cambio en la clasificación y no en la recaudación real, puesto que este ingreso ya se devolvía íntegramente a los estados.3

Ingresos diversos

Esta categoría agrupa a los ingresos por cuenta de terceros, como otros englobados, es decir, todos los estatales que no provienen de la federación ni de impuestos, derechos y productos. Los denominados por cuenta de terceros son los recolectados por el gobierno del estado, pero a nombre de otra empresa. Y los de financiamiento son los obtenidos a raíz de la adquisición de deuda que, para efectos de este análisis, se incluyeron como diversos.

Ingresos federales

En términos reales, las trasferencias a los estados o ingresos federales han tenido una tendencia creciente en los últimos 20 años. También se puede observar que las trasferencias federales han reportado un crecimiento continuo en los últimos diez años analizados. 

El sncf, en vigor desde 1980, armonizó el sistema tributario del país. Para lograr esto, las entidades suspendieron el cobro de algunos impuestos locales cediendo así su potestad tributaria a la administración federal, a cambio de recibir participaciones de los nuevos gravámenes federales. 

Participaciones federales

Los ingresos por participaciones federales son los provenientes del Ramo 28, integrado por varios fondos, y sus recursos pueden emplearse con total discreción dentro de lo establecido en la lcf, que sólo pide que se trasfiera a los municipios una parte de ellos.4 En promedio, este rubro pasó de 1 384 pesos per cápita, en 1989, a 3 797, en 2012, en términos reales; lo que representa un crecimiento real anual de 3.2 por ciento. En principio, las participaciones tenían un carácter resarcitorio. Las fórmulas de distribución tomaban en cuenta la recaudación de las entidades, y así la que aportara más a las arcas del país recibiría más a cambio. Sin embargo, este criterio resarcitorio “lo hacía un esquema claramente inequitativo entre las entidades federativas” por lo que ha ido evolucionando para incluir componentes redistributivos (Secretaría de Gobernación, Instituto Nacional para el Federalismo y el Desarrollo Municipal 2008).

Aportaciones federales

En los estados, estas aportaciones se emplean en programas e inversiones encaminados a satisfacer objetivos federales en una entidad particular, y son ejercidas por la administración estatal en cuestión. Las conocidas en la actualidad provienen del Ramo 33, surgido a finales de los años noventa. Los gastos que las entidades clasifican como aportaciones pasaron de 3 671 pesos per cápita, a 6 451 constantes, de 2001 a 2012, y es el rubro más importante para la mayoría de ellas. En términos reales, el crecimiento de estas aportaciones es de 5.3 por ciento anual. Esto se debe a cambios en las políticas en materia de federalismo fiscal en el periodo observado. Las aportaciones surgieron en 1988, y se etiquetan típicamente para infraestructura social, seguridad pública, salud y educación; por lo cual, los estados y municipios más marginados tienden a depender más de este ramo, y su carácter era redistributivo y de equidad. Para su ejercicio se trasfieren a los estados y municipios, pero constituyen recursos federales y no pueden asignarse a prioridades locales.

Mecanismos de operación y normatividad

En México, muchos estados se limitan a administrar sus trasferencias y buscan maximizarlas. Según el tipo de entidad, se puede ser más o menos dependiente de las participaciones o aportaciones; las del Ramo 28 están compuestas por los siguientes fondos: a) el fgp; b) de Fomento Municipal; c) de Fiscalización; d) el Compensatorio para las diez entidades más pobres; e) el Compensatorio para las entidades extractoras de petróleo y gas; f) de Incentivos sobre Impuesto Especial sobre Producción y Servicios; g) de Incentivos sobre Impuesto sobre Autos Nuevos y h) el istuv.

El fondo más significativo es el fgp; en 2001 representó 79.1 por ciento del total de las participaciones, seguido de los recursos del ieps a las gasolinas y el Fondo de Fomento Municipal, cada uno de ellos representó 5.0 por ciento del total de las trasferencias a los estados, vía participaciones en 2012. 

Fórmulas de distribución del Fondo General 
de Participaciones 

Debido a la magnitud del fgp, es importante profundizar en su fórmula de distribución,5 que ha cambiado desde que se creó el sncf; de ser una “tradicional”, luego fue más “moderna.” A principios de los años ochenta era meramente resarcitoria, y en la década pasada pasó a ser más redistributiva. 

Existen tres periodos relevantes en la evolución de la fórmula; en el primero, de 1980 a 1990, el criterio con mayor ponderación era el origen de los recursos. En el segundo, de 1991 a 2007, existían tres variables: población, crecimiento en recaudación de impuestos federales y otra que compensaba a las entidades que no eran beneficiadas por los criterios anteriores. Y el más reciente, de 2008 a la fecha. Los primeros dos componentes representaban 47.17 por ciento cada uno y 9.66 era el criterio compensatorio. 

A partir de 2008 se ha buscado promover la eficiencia subnacional cambiando los componentes anteriores por los que premian la eficiencia y el crecimiento económico. Los nuevos son el incremento del producto interno bruto estatal (pib), que constituye 30 por ciento; el de la recaudación, 60, y el de la participación en recaudación, 10. Cabe mencionar que la última modificación a la fórmula tiene un componente inercial, que garantiza el monto nominal recibido en 2007 por a todas las entidades. Es decir, se aplica sólo al monto que exceda al total trasferido en 20076 (véase figura 2). 

 

Figura 2

Evolución de la fórmula federal para la distribución de participaciones










	Periodo
	1980 - 1990
	1991 - 2007
	2008 a la fecha



	Criterio
	Resarcitorio (origen). Se buscaba devolver los recursos a las entidades de origen
	Redistributivo (origen + población + compensación). Se buscó la equidad al incluir criterios de población y compensatorios en la fórmula
	Mixto (inercial + eficiencia). Se parte de la base de 2007, y los recursos adicionales se reparten premiando la eficiencia





Fuente: elaboración propia, con información de la cpeum (s/f).

 

Estas fórmulas sólo aplican para las trasferencias asignadas a los estados que, a su vez, las envían a los municipios. Es decir, las fórmulas descritas determinan el tamaño de los recursos disponibles para ser distribuidos en cada estado, mas no sirven para estimar lo que le corresponde a cada municipio. Para llegar a esta cifra es necesario aplicar una fórmula estatal que determina cómo se reparten entre los gobiernos locales. La lcf federal sólo establece los porcentajes mínimos que se deben distribuir, pero no fija un criterio para hacerlo. Es decir, las entidades son libres para asignar las participaciones a sus ayuntamientos con criterios propios. Aquí se puede encontrar un campo de análisis poco estudiado, pero a la vez muy relevante por ser el que al final incide en lo que reciben los ayuntamientos.

Los estados deben distribuir como mínimo 20 por ciento de lo que obtienen del fgp, 20 de lo que reciben por concepto del impuesto sobre tenencia, 20 más por la trasferencia de ingresos del ieps y 100 del Fondo de Fomento Municipal. Sin embargo, los criterios pueden ser muy diversos. 

Los ingresos de los gobiernos subnacionales dependen en 85 por ciento de trasferencias intergubernamentales. De ahí que gran parte del debate sobre finanzas públicas estatales ocurra en torno a la discusión del presupuesto federal. Esto hace que cualquier análisis de las finanzas públicas subnacionales sea simple y complejo a la vez.

Economía política de los ingresos

En México, los impuestos que un estado puede cobrar son limitados, ya que cuando trasfirieron al gobierno federal algunas de sus responsabilidades de recaudación y potestades tributarias perdieron, en parte, su capacidad de determinar la política fiscal local más conveniente. La limitante constitucional que señala que no puede existir doble tributación en ingresos reservados a algún orden de gobierno impide que los estados cobren impuestos destinados a la federación o a los municipios. Esta restricción, que desde un punto de vista del contribuyente es adecuada, los deja con pocas alternativas en materia de potestades tributarias. Cabe mencionar que los gobernadores han buscado más recursos, pero no más potestades tributarias. Es decir, pretenden elevar su gasto sin enfrentar el debate público sobre nuevas contribuciones. Un ejemplo de esta situación se vivió en 2008, cuando se implementó un impuesto nuevo a los combustibles; el cual al principio sería 100 por ciento estatal, pero que después se trasformó en uno federal, con una fórmula para ser devuelto a los estados. En años recientes también se ha debatido sobre una posible sobretasa al impuesto al valor agregado (iva), que se pueda cobrar en los estados, pero a la fecha esto se ha quedado como propuesta.

El sistema fiscal mexicano ha dotado al gobierno federal de fuentes de ingreso claras, como el impuesto sobre la renta y el iva. La principal potestad de los municipios –en especial de los urbanos– es el cobro del impuesto a las propiedades. Esto ha convertido a los regímenes estatales en el “sándwich” en materia de ingresos, y los deja un tanto desprotegidos, al no contar con una fuente continua y estable de percepciones propias.

Gracias a su tamaño, los estados cuentan con más ingresos, que provienen principalmente de las trasferencias intergubernamentales, y a los municipios sólo se les entrega el mínimo marcado en la legislación federal.

Esfuerzo recaudatorio

Una de las métricas más difíciles de acordar en el ámbito de las finanzas públicas es la del esfuerzo recaudatorio, que se entiende como el resultado de las acciones de un gobierno para recaudar lo que le corresponde. Muchos estados lo miden con base en la recaudación media de los años recientes, y de esta manera llegan a un indicador de eficiencia recaudatoria relativa que, por otro lado, es la que efectivamente reciben de una potencial, cuyo indicador es difícil de estimar pues requiere de un conocimiento amplio de las bases gravables en la jurisdicción.

En este apartado se presenta un análisis breve sobre el esfuerzo recaudatorio de los estados, con base en las investigaciones realizadas por Sour (2008) para el caso de los municipios. La hipótesis central de la autora no buscó obtener el número exacto sobre la capacidad fiscal de un gobierno, sino que trató de demostrar que las políticas de trasferencias federales han disminuido el esfuerzo recaudatorio de los gobiernos locales. Aquí se sigue el mismo modelo de Sour, pero aplicado a las entidades federativas: 

ing _ prop   -   part _ fed  +  aport _ fed  +  ε (i - 1,…,31)(t - 1989 - 2008)

 pib _ est          ing _ tot          ing _ tot

donde ing_prop representa los ingresos propios de una entidad; pib_est muestra el total de la actividad, según datos del inegi (2000) y de Germán Soto (2005); part_fed es el total de trasferencias recibidas por un estado vía participaciones federales (Ramo 28); aport_fed el total de trasferencias obtenidas de las aportaciones federales y, por último, ing_tot el total de los ingresos disponibles para un estado. En todos los casos, las cifras están en pesos constantes de 2008. Además, se incluye un término de error y se presenta el modelo en panel de 31 estados, de 1989 a 2008 (en muchos casos se truncó a 2006 por falta de información).

Al igual que Sour, en este ejercicio no es posible rechazar la hipótesis de que el sistema de trasferencias ha incidido de manera negativa en el esfuerzo recaudatorio de los estados. Esto se observa puesto que se obtienen coeficientes estadísticamente significativos y con signo negativo, como se puede observar en la figura 3.

 

Figura 3

Estimaciones de esfuerzo fiscal  para los estados en México











	 
	Panel efectos aleatorios
	Panel efectos fijos
	
gls1 efectos fijos
	
pcse2 efectos fijos



	part_fed / ing_tot
	-0.0049***
	-0.0049***
	-0.0049***
	-0.0050***



	 
	0.000
	0.000
	0.000
	0.000



	aport_fed / ing_tot
	0.0005
	0.0005
	-0.0025***
	-0.0025***



	 
	-0.389
	-0.356
	-0.002
	-0.002



	
Dummy (año)
	 
	 
	0.0006 - 0.0046
	0.0006 - 0.0046***



	 
	 
	 
	(0.000 - 0.159)
	(0.000 - 0.001)



	
Dummy (estado)
	
 


	X
	X
	X



	Constante
	0.0074***
	0.0074***
	0.0068***
	0.0068***



	 
	0.000
	0.000
	0.000
	0.000



	Observaciones
	576
	576
	576
	576



	R cuadrada
	0.1216
	0.1214
	 
	0.1641





¹ Generalized least squares.

² Panel corrected standard errors.

Fuente: elaboración propia, con datos del inegi (2000) y Germán Soto (2005), con base en el modelo de Sour (2008).

 

En la figura 3 se muestran coeficientes similares en los modelos probados y, en todos la tendencia es a no rechazar la hipótesis de un efecto negativo en las participaciones federales. Además, existe un efecto estadísticamente significativo para las variables dummy de año, mas no para las dummy de las entidades federativas (incluidas en los modelos de efectos fijos que asignan un intercepto distinto para cada una). Es decir, los datos muestran que los estados tienden a ajustarse a la coyuntura nacional y a lo que se espera en cada año, sin que existan diferencias estadísticas importantes. Lo que se traduce en una interpretación que no permite señalar casos de excepción a este patrón.

Brecha bruta versus brecha neta

Como ya se indicó, es muy difícil señalar con certeza cuánto deberían estar recaudando los estados por concepto de impuestos locales. En los istuv, el padrón es relativamente confiable, con la excepción de los autos foráneos –ya sean de otro estado o extranjeros. En el impuesto sobre nóminas, existe evasión y elusión por parte de empresas, ya sea por su tamaño, porque operan en la informalidad o por ignorancia de las reglas. Problemas similares surgen con los demás impuestos que pueden tener bases gravables inestables, inciertas o móviles.

A escala internacional se ha establecido una distinción entre brechas –o gaps– brutas y netas; la primera es la discrepancia entre los ingresos recibidos y los potenciales, sin que exista algún mecanismo de presión o coacción por parte de la autoridad. La brecha neta se puede definir como la discrepancia entre la recaudación recibida y la potencial, una vez que la autoridad ya ha empleado un mecanismo de cobranza coactiva y otras medidas de presión, para fomentar el pago de sus contribuyentes. A este concepto también se le podría denominar eficiencia técnica, si se asume que el estado está haciendo todo lo razonablemente posible para cobrar sus impuestos. 

En la actualidad no hay información suficiente para establecer estas brechas en el caso mexicano, debido a lo difícil de encontrar datos sobre recaudación potencial y a la dificultad de controlarla debido a los efectos de las medidas de cobranza coactiva. Sin embargo, un estudio de las brechas bruta y neta puede ayudar a entender las mejores prácticas estatales.

Composición de los egresos de los estados en México

Una vez analizado el comportamiento de los ingresos, se examinaron los egresos de las entidades. En esta sección se muestran, de manera descriptiva, las conceptualizaciones de las clasificaciones del gasto público, la futura armonización contable, así como un análisis breve de los rubros en los que se han registrado salidas de recursos de las tesorerías estatales.

Clasificación del gasto público

Al gasto público se le puede ver desde tres perspectivas o clasificaciones: administrativa, económica y funcional. La primera agrupa a las previsiones de gasto conforme a los ejecutores de él. Muestra el gasto total en términos de ramos, entidades y unidades responsables, con lo que se puede saber cuál gasta el presupuesto. 

La clasificación funcional permite distinguir para qué se gasta; es decir, el propósito final del gasto asignado a través de los ramos administrativos, pero sin hacer diferencia entre las unidades responsables de él. Aquí las categorías más comunes son: gobierno, desarrollo económico, desarrollo social y otros; éstas, a su vez, contienen funciones y subfunciones para mayor detalle.

La clasificación económica reúne a las previsiones tanto en gasto corriente como de inversión, en función de su naturaleza económica y objeto. En el gasto corriente se incluye a las erogaciones por concepto de servicios personales, de operación, subsidios y otros. En el de inversión se encuentran las erogaciones por inversión física, subsidios y otros de inversión. Sin embargo, los títulos dentro de esta categoría han variado a través del tiempo y también entre las entidades, por lo que en ocasiones se dificulta su comparación. 

Debido a la heterogeneidad en las administraciones de los egresos públicos de los estados, resulta limitada una comparación lineal entre los presupuestos de cada uno. Según las restricciones en la compatibilidad de información, en este capítulo se agrupan los egresos en cinco grandes categorías: gasto corriente, obras públicas y acciones sociales, recaudación federal y estatal trasferida a municipios, subsidios, trasferencias y ayudas y egresos diversos; que corresponde a una clasificación económica del gasto.

La composición del gasto subnacional

A pesar de que la homologación en la presentación de los presupuestos de los estados no permite una comparación lineal entre cada uno, en este apartado se hace un esfuerzo por mostrar la composición del gasto subnacional. Entre las limitaciones más importantes están la disponibilidad y calidad de los datos y el periodo seleccionado, de 1989 a 2012. La información se tomó de las bases de datos del inegi y la periodicidad es anual. 

Gasto corriente

El gasto corriente es considerado una de las erogaciones primordiales para la operación de los gobiernos subnacionales, aquí se agrupan las siguientes: a) servicios personales; b) materiales y suministros y c) servicios generales; se excluye el rubro de deuda. El gasto corriente ha mostrado un crecimiento constante en términos reales, de 755 pesos per cápita, en 1989, pasó a 2 004, en 2001, y a 3 187, en 2012. Esto representa un aumento real de 7 por ciento anual, si se toma la base de 1989, y de 4.3, de 2001 a 2012. Parte de este incremento se debe tanto al mayor número de funciones de los estados, como al de programas de atención ciudadana. Asimismo, parte de este gasto es producto de una preferencia de los gobiernos por erogar en los componentes de este rubro; lo cual se puede observar en la figura 4.

Obras públicas y acciones sociales

Los datos disponibles en el inegi (s/fa) agrupan a las obras públicas, y a las acciones sociales en una sola categoría. Las primeras incluyen todas las actividades que crean infraestructura y desarrollan capital. Las segundas buscan elevar el nivel de vida de la población, pero no mediante inversión de capital físico, sino de atención vía programas específicos. También incluyen rubros como desarrollo económico y administrativo. Si bien sería deseable separar ambas categorías, los datos disponibles no lo permiten. En 1989, este rubro representaba 340 pesos per cápita; 598, en 2001, y para 2010 alcanzó los 875; lo que representa un crecimiento de 4 por ciento anual real durante ambos periodos.

 

Figura 4

Composición de egresos estatales per cápita según año, a pesos constantes del 31 de diciembre de 2012



[image: Grafica 2 deuda final.png]



Fuente: inegi (2009-2012; 2001-2004); banxico (s/fb); conapo (s/f). 

 

Recaudación federal y estatal trasferida a los municipios

Este rubro aglutina a las participaciones y a las aportaciones estatales y federales trasferidas a los municipios, típicamente sólo refleja la lcf y los montos mínimos establecidos como trasferencias. Existen entidades que otorgan mayores recursos a sus municipios, pero son la excepción. El incremento observado en este apartado sugiere que los municipios han recibido aumentos importantes en sus ingresos por trasferencias de otros órdenes de gobierno, derivados de crecimientos en los fondos estatales destinados a esta finalidad. El monto trasferido a municipios desde las tesorerías estatales pasó de 305 pesos per cápita, en 1989, a 1 227, en 2001, y en 2012 alcanzó los 1 786 pesos per cápita reales, cifra equivalente a un crecimiento medio anual real de 8.3 por ciento en todo el periodo y de 3.47, de 2001 a 2012.

Subsidios, trasferencias y ayudas

Los datos disponibles para este rubro también están agrupados. Los subsidios son asignaciones de recursos del gobierno para el desarrollo de actividades prioritarias o para apoyar la operación de empresas diversas, del sector industrial, del agropecuario o del de servicios. Las trasferencias implican un traslado de recursos públicos a cualquier sector de la economía, sin recibir contraprestación alguna. Las ayudas son asignaciones de los gobiernos a la población y a instituciones sin fines de lucro. Los subsidios, trasferencias y ayudas agrupan gran parte del gasto social (educación, salud, vivienda, etcétera) y de apoyo a la comunidad. Como se puede observar en la figura 4, esta categoría es la que más ha crecido, y representa la mayor parte de las erogaciones de los gobiernos estatales; de 377 pesos per cápita, en 1989, pasó a 2 920, en 2001, y llegó a 5 482 pesos constantes en 2012. El crecimiento fue de 5.89 por ciento anual real, de 2001 a 2012, y de 12.95, de 1989 a 2012. 

Egresos diversos

Este tipo de egresos agrupa la adquisición de bienes muebles e inmuebles, las inversiones financieras, los egresos por cuenta de terceros y por pago de deuda pública, todo lo clasificado como “otros egresos” y lo que queda en caja al final del año. Es decir, todo lo que no se había contemplado en otras categorías del gasto. Las adquisiciones de bienes muebles e inmuebles se realizan en función de las requisiciones para el desempeño de actividades de la administración pública. Los egresos por cuenta de terceros son los realizados por el gobierno a nombre de terceras personas, incluye las de cuotas sindicales y seguridad social, y los derivados del pago de deuda pública abarcan los de capital y servicios de deuda. 

Llama la atención que todas las partidas de egresos se han incrementado en términos reales en los últimos 20 años. Al tener mayores recursos, los gobiernos subnacionales pueden gastar en mejores y más diversos servicios, lo que implicaría una mejora en su administración fiscal suponiendo un uso eficiente de los recursos. Tener mayores ingresos se ha traducido en más gasto público. Esto se ha debido al influjo de recursos descentralizados a través del tiempo y a la presencia de un orden en el sistema de trasferencias intergubernamentales, que las ha hecho más predecibles para los gobiernos locales. Contar con más recursos, sin embargo, no se traduce en mejores servicios o gobierno; simplemente hace que esto sea más factible.

Los estados ahora destinan recursos a programas sociales –que hace años no se concebían– como apoyos económicos directos a ciertos grupos vulnerables u obras de infraestructura, que hubieran correspondido a otro orden de gobierno. En principio, esto es algo positivo; sin embargo, algunos estados han comenzado a enfrentar problemas al comprometerse a sostener programas relativamente costosos por periodos largos. El riesgo en esta nueva tendencia se presenta cuando los ingresos no crecen al mismo ritmo que los programas, o se reducen. La experiencia internacional muestra que la mayoría de las crisis fiscales en los gobiernos locales se presenta porque los patrones de gasto no se ajustan a los cambios en los ingresos.

Balance fiscal y deuda subnacional

Este apartado busca mostrar la situación que guardan las entidades federativas en México con respecto a sus potestades específicas, así como el estado de su déficit estructural. La salud financiera en muchos casos se puede explicar por un mal manejo de sus potestades o por recurrir de manera excesiva a la deuda, que bien manejada puede constituir una excelente herramienta de financiamiento.

En México, al igual que en muchos otros países, la disciplina fiscal subnacional es prácticamente inexistente. Esto se debe, según Ter-Minassian (2006) a cuatro razones; la primera es el problema de agrupación. En este caso las tasas de interés de la mayoría de las entidades están influidas por el desempeño nacional y del resto de los estados. En un escenario como este, se presenta la clásica tragedia de los comunes, en donde se reducen los incentivos para tener finanzas públicas sanas. La segunda es el historial de rescates que pueda existir en un país. Este es el argumento del daño moral en el que un rescate pasado genera expectativas de otros en el futuro. Problemas de esta naturaleza se han observado tanto en países de América Latina (Brasil), como en los desarrollados (Estados Unidos). Una tercera es la heterogeneidad nacional. Países relativamente grandes y diversos demuestran que sus regiones tienen necesidades específicas muy diferentes, en las que hasta el clima puede tener efectos en las finanzas públicas. Un ejemplo claro es Estados Unidos, en donde las entidades del norte tienen necesidades importantes en invierno para lidiar con la nieve y los costos de los energéticos; mientras que los del sur tienen que preocuparse por desastres naturales como huracanes. Por último, la autonomía de las administraciones subnacionales impide, en muchos casos, imponer reglas de disciplina fiscal desde el gobierno federal o central. Cabe mencionar que, mientras se compila la presente edición, se están estudiando propuestas para modificar esta situación por medio de las reformas constitucionales.
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